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Resumen 
La prestación de servicios públicos domiciliarios en Colombia se sujeta a lo dispuesto en la 
Ley 142 de 1994 que determina el régimen de prestación de dichos servicios. Uno de los 
servicios públicos domiciliarios más importantes para gran parte del país es el suministro 
de gas licuado de petróleo, denominado comúnmente GLP.  La regulación de la prestación 
del servicio público de GLP está a cargo de la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG) de acuerdo al artículo 73 de la Ley 142 de 1994, que emitió la Resolución CREG 
180 de 2009 en la que establece la fórmula tarifaria que deben aplicar las empresas 
prestadoras del servicio con el fin de determinar el precio final que aplicarán a sus usuarios. 
El presente artículo de reflexión pretende identificar la regulación emitida y el beneficio 
que la misma generó en el mercado de la prestación del servicio público domiciliario de 
GLP, más específicamente en materia de libre competencia.   
Palabras clave: Servicios Públicos Domiciliarios, Libre competencia, Regulación, 
Prácticas anticompetitivas, Comisiones de regulación.  
 
Positive influence of regulation on restrictive practices of competition in the public 
service of Liquefied Petroleum Gas in Colombia 
Abstract 
The provision of domiciliary public services in Colombia is subject to the provisions of 
Law 142 of 1994 that determines the regime of provision of such services. One of the most 
important domestic public services for a large part of the country is the supply of liquefied 
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petroleum gas, commonly dominated by GLP. The regulation of the provision of the public 
service of GLP is in charge of the Commission of Regulation of Energy and Gas (CREG) 
according to article 73 of the Law 142 of 1994, which expresses that this commission must 
generate the formulas for the fixation of the tariffs for electricity and fuel gas public 
services, be it natural gas or LPG (propane gas), subjecting companies to the regime of 
regulated freedom of tariffs; and to indicate when there is sufficient competition so that the 
setting of tariffs is free. In the specific case of GLP, the Energy and Gas Regulation 
Commission issued Resolution CREG 180 of 2009 establishes the tariff formula that must 
be applied by the service providers in order to determine the final price they will apply to 
their users, in addition to this in the course of recent years has issued regulatory provisions 
that have allowed mitigate a number of restrictive practices of competition that presented 
the sector. The present reflection article aims to identify the regulation issued and the 
benefit that it generated in the market for the provision of the public GLP home service, 
more specifically in terms of free competition. 
Key words: Home Public Services, Free competition, Regulation, Anticompetitive 
Practices, Regulation Commissions. 
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Introducción  
El termino de servicio público tiene su origen en el derecho francés, más concretamente en 
la escuela del servicio público cuyo representante más importante fue León Duguit. Como 
lo indica Echeverri (2013) se entiende por servicio público las actividades de interés 
general desarrolladas por una persona de carácter público y sujetas a un régimen jurídico 
especial llamado derecho administrativo. 
La escuela del servicio público veía en la prestación de dichos servicios la esencia misma 
de la función administrativa, teniendo en cuenta que la prestación era exclusiva de las 
entidades públicas que representaban al Estado.  
Duguit (1923) concibe el Estado desde un criterio sociológico de solidaridad e interés 
general, que lo entiende como un grupo de individuos con poder de coacción suficiente 
para con las obligaciones y deberes de la sociedad. Lo anterior se concreta mediante los 
denominados servicios públicos.  
Ahora bien, concretamente sobre el tema de servicios públicos en el país, por primera vez 
se abordó el tema en la Constitución Política de 1886 cuando Colombia era un Estado de 
Derecho, en dicho momento la prestación de servicio públicos era una actividad que 
únicamente podía estar  a cargo del Estado. En ese sentido cabe resaltar que el Estado 
asumió un papel cada vez más intervencionista, de fomento de estas actividades 
(Hernández, 2015). 
En el caso concreto de los servicios públicos domiciliarios el tema no varía, ya que hasta el 
año 1990 como lo indica Valencia (2006) se presentó un dominio absoluto por parte del 
Estado en la prestación de los servicios públicos domiciliarios. Ahora bien, a partir de la 
expedición de la Constitución Política de 1991 se abre la puerta para que empresas 
particulares tengan la posibilidad de realizar como actividad económica la prestación de 
servicios públicos. Sin embargo, la regulación mediante la cual se realizará dicha prestación 
estará a cargo del Estado, teniendo en cuenta que la Carta Política en su artículo 365
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considera la prestación de estos servicios como un fin social del Estado.  
El régimen de prestación de servicios públicos en Colombia fue establecido por el 
legislador mediante la Expedición de la Ley 142 de 1994 que considero como domiciliarios 
los servicios públicos de energía, gas natural domiciliario, GLP, acueducto y alcantarillado, 
y telefonía básica, dichas entidades son las comisiones de regulación (Amador, 2011).  
                                                          
2
 ARTICULO 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado 
asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán 
sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
vigilancia de dichos servicios. Si por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley 
aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa del Gobierno decide reservarse 
determinadas actividades estratégicas o servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las 
personas que, en virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad lícita. 
Uno de los servicios públicos domiciliarios más importantes para gran parte del país es el 
suministro de gas licuado de petróleo (en adelante GLP).  La regulación de la prestación del 
servicio público de GLP está a cargo de la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG) de acuerdo al artículo 73 de la Ley 142 de 1994, que expresa que dicha comisión 
debe generar las  fórmulas para la fijación de las tarifas de los servicios públicos de 
electricidad y gas combustibles, sea este gas natural o GLP (gas propano), sometiendo a las 
empresas al régimen de libertad regulada de tarifas; y de señalar cuándo hay suficiente 
competencia como para que la fijación de las tarifas sea libre. 
En razón a los antecedentes esbozados anteriormente, el artículo de reflexión plantea como 
problema a dilucidar: ¿La regulación económica ha disminuido las prácticas restrictivas de 
la competencia en el servicio público domiciliario de GLP en Colombia? Lo anterior se 
revisa desde la evidencia de los actos administrativos expedidos por la Comisión de 
Regulación de Energía y Gas para el sector de GLP y el beneficio que la misma ha 
generado en el mercado de la prestación del servicio público domiciliario de GLP, más 
específicamente en materia de libre competencia.   
Esta investigación se realizó mediante una metodología de tipo documental descriptivo 
(Sepúlveda López & Solano de Jinete, 2008) realizada a través de la hermenéutica aplicada 
al estudio de doctrina, normas y jurisprudencia que hacen referencia a la prestación del 
servicio público domiciliario de GLP y la libre competencia en dicho mercado, la finalidad 
que persigue este artículo de reflexión  cuya finalidad es Identificar los beneficios que ha 
generado la regulación económica en materia de Gas licuado de Petróleo expedida por la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG) frente a las prácticas restrictivas de la 
competencia que se presentan en la prestación del servicio público domiciliario del Gas 
Licuado de Petróleo en Colombia.  
1. Servicio público domiciliario de Gas Licuado de Petróleo 
Como lo indica Herrera (2017) la Constitución Política de 1991 trajo consigo una serie de 
cambios frente a la prestación de los servicios públicos. Estos se fundamentan 
concretamente en que su prestación dejo de ser una actividad exclusiva del Estado y se 
abrió la puerta para la entrada de particulares en el este campo.  
Sin embargo, en razón a que la carta política considero la prestación de estos servicios 
como inherentes a la finalidad social del Estado, este se reservó la regulación económica, 
inspección, vigilancia y control de las empresas que se dediquen a la prestación de servicios 
públicos.  Esto teniendo en cuenta que la Constitución Política indica que los servicios 
públicos deben ser asumidos por el Estado de manera directa o indirecta y en todo caso la 
correcta prestación de los mismos será su responsabilidad.  
Ahora bien, haciendo referencia de manera concreta a los servicios públicos domiciliarios 
el Régimen para su prestación fue expedido por el legislador en la Ley 142 de 1994 que fija 
las competencias de varias entidades públicas frente a la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios (Palacios, 2007).  
Respecto de los servicios públicos domiciliarios, la regulación sobre aspectos específicos 
de la prestación de tales servicios se encuentra en la Ley 142 de 1994 (régimen tarifario, 
licencias, permiso, obtención de información y seguimiento del comportamiento de los 
agentes regulados, formulación de recomendaciones, etc.) en esta norma se especifica que 
la regulación económica para la prestación de los servicios públicos domiciliarios estará a 
cargo de las Comisiones de Regulación y la inspección, vigilancia y control de las empresas 
prestadoras estará a cargo de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
(Echeverri, 2013).  
Como se logra observar, las competencias respecto de los servicios públicos domiciliarios 
en general se encuentran divididas entre dos entidades del Estado, las Comisiones de 
regulación que son las encargadas de expedir la regulación económica bajo la cual se 
prestaran esta clase de servicios públicos y la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios que es el ente encargado de vigilar que las empresas prestadoras cumplan a 
cabalidad con la regulación emitida. 
La Corte Constitucional ha hecho referencia a la responsabilidad del Estado en la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios en el territorio colombiano, de la 
siguiente manera: 
La propia Carta prevé que tales servicios, además de ser asumidos por el Estado, directa o 
indirectamente, pueden ser prestados por comunidades organizadas, o por particulares, bajo 
la regulación, el control y la vigilancia públicos, sin perjuicio, en todo caso, de que se 
mantenga la potestad estatal de intervenir en la economía en dicha materia. En línea con estos 
mandatos se expidió la Ley 142 de 1994, “Por la cual se establece el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios”, entre los cuales se consideran esenciales los de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía eléctrica, telefonía pública básica conmutada, telefonía móvil 
rural, y distribución de gas combustible. En la norma se ratifica la facultad de intervención 
del Estado en la gestión de los servicios públicos a través de distintos instrumentos, con el 
propósito de garantizar la calidad en el bien objeto del servicio, la ampliación de la cobertura, 
la atención prioritaria de las necesidades básicas insatisfechas en materia de agua potable y 
saneamiento básico, la prestación continua, ininterrumpida y eficiente, la participación de los 
usuarios y el establecimiento de un régimen tarifario que atienda los principios de equidad y 
solidaridad (Corte Constitucional, Sentencia T-338 de 2017).  
En este sentido, la regulación de los servicios públicos domiciliaros fue delegada en las 
Comisiones de regulación que son unidades administrativas especiales que están a cargo de 
analizar el mercado de los diferentes servicios públicos domiciliarios y emitir la 
normatividad regulatoria de los sectores, de acuerdo a las necesidades evidenciadas y 
promover la competencia entre los prestadores de manera que el usuario pueda obtener 
tarifas justas que sean fijadas por una oferta y demanda adecuadas. 
Uno de los servicios públicos domiciliarios más importantes para gran parte del país es el 
suministro de gas licuado de petróleo, dominado comúnmente GLP.  La regulación de la 
prestación del servicio público de GLP está a cargo de la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG) de acuerdo al artículo 73
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 de la Ley 142 de 1994, que expresa que 
dicha comisión debe generar las fórmulas para la fijación de las tarifas de los servicios 
públicos de electricidad y gas combustibles, sea este gas natural o GLP (gas propano), 
sometiendo a las empresas al régimen de libertad regulada de tarifas. 
Como lo indica Rozo (2006) el GLP se considera uno de los primeros combustibles y en 
Colombia su uso residencial es aún bastante amplio, teniendo en cuenta que el gas por redes 
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 Artículo 73. Funciones y facultades generales. Las comisiones de regulación tienen la función de regular los 
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de tubería no llega a muchos lugares del territorio colombiano, por temas de rentabilidad y 
suficiencia financiera y eficiencia económica.  
En la actualidad en Colombia el uso del GLP (Gas Licuado de Petróleo) en cilindros es una 
forma común de satisfacer las necesidades básicas de los usuarios, ya que por temas de 
infraestructura y acceso el gas natural domiciliario no ha llegado a todos los departamentos, 
municipios o veredas (Castillo & Chacón, 2017).  
Como lo indica la UPME (2005) el GLP un producto que se encuentra en el mercado 
fácilmente, por ser un combustible líquido derivado del petróleo, es decir que el GLP es 
fácilmente puesto y vendido en cualquier mercado internacional en donde se negocie ese 
producto. Los mercados donde se negocia el mismo forma el precio de transacción con base 
en la valoración de la demanda del producto y la cantidad de oferta disponible, y no con 
base en los costos de su producción.   
Al considerar que la comercialización de este producto está enmarcada dentro de un 
servicio público domiciliario, el Estado debe propender la efectiva prestación del mismo y 
de igual manera como lo establece la Constitución Política de 1991 (Santofimio, 2017), las 
políticas generales de administración y control de eficiencia de los servicios públicos 
domiciliarios están en cabeza inicialmente del Presidente de la Republica
4
 lo anterior con 
sujeción a la Ley.  
La política de regulación económica del Estado colombiano está basada en la teoría 
neoclásica la cual indica que es absolutamente necesario la intervención de las entidades 
públicas a través de normas regulatorias en la economía con el fin de que esta se oriente 
hacia los planes y proyectos del Estado a corto y a largo plazo (Garcés, 2012).  
De manera que las comisiones de regulación deben identificar las fallas de mercado que 
existen para la prestación de servicios públicos domiciliarios y mediante la regulación que 
expide promover la libre competencia entre las empresas, en el caso del GLP han sido 
varias las medidas que se han tomado en la última década para mejorar ciertas falencias que 
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existían en el mercado y evitar prácticas restrictivas de la competencia que se venían 
presentando en el sector (Cubides, Pinilla, Torres & Vallejo, 2016).  
Ahora bien, dentro de dicha regulación, la Comisión de regulación de Energía y Gas para 
este caso concreto debe tener en cuenta criterios de libre competencia, para que de ninguna 
manera se favorezca a una determinada empresa al momento de fijar las reglas de juego 
sobre el mercado. Respecto de los criterios de libre competencia en Colombia, se hará 
referencia a continuación.  
El Constituyente colombiano de 1991 evidenció la importancia de contemplar las 
relaciones económico-sociales dentro de los mercados económicos del país. Por esta razón 
se planteó como sistema económico del Estado colombiano, la economía social de mercado 
cuyos principios son la libre competencia, la igualdad, la pluralidad de actores, y la libre 
competencia (Alarcón, 2016).  
En este sentido, la regulación expedida por las Comisiones de Regulación en Colombia 
debe en todo momento respetar dichos principios y velar porque dentro del mercado de 
servicios públicos domiciliarios se respete la libre competencia y se abra espacio para 
nuevos actores que deseen ingresar.  
Lo anterior, teniendo en cuenta como lo expresa Boenm (2005) la intervención del Estado 
en la regulación de este tipo de servicios está enfocada en el ejercicio de control y 
vigilancia que debe propender en todo caso por la protección del usuario y la satisfacción 
de sus necesidades básicas a través de la prestación efectiva de los servicios públicos 
domiciliarios a costos razonables.  
La Corte Constitucional, respecto de la libre empresa ha expresado lo siguiente: 
Según la jurisprudencia constitucional, esta libertad comprende al menos tres 
prerrogativas: (i) la posibilidad de concurrir al mercado, (ii) la libertad de ofrecer las 
condiciones y ventajas comerciales que se estimen oportunas, y (iii) la posibilidad de 
contratar con cualquier consumidor o usuario. En este orden de ideas, esta libertad también es 
una garantía para los consumidores, quienes en virtud de ella pueden contratar con quien 
ofrezca las mejores condiciones dentro del marco de la ley y se benefician de las ventajas de 
la pluralidad de oferentes en términos de precio y calidad de los bienes y servicios, entre 
otros (Corte Constitucional, Sentencia C-017 de 2017).  
En el sector de GLP concretamente, existen pluralidad de oferentes, ya que tanto en la 
actividad de la distribución como en el de la comercialización hay varias empresas que 
compiten por el mercado. Esto es favorecido por la alta demanda que se presenta en el país 
de este combustible tanto para el uso doméstico, como para el uso industrial.   
Cabe resaltar igualmente que el concepto de libre competencia en materia de servicios 
públicos domiciliarios es observado también por el ente competente en la materia es decir 
por la Superintendencia de Industria y Comercio que a través de los estudios de abogacía de 
la competencia, analiza que la regulación expedida cumpla con los principios de libre 
competencia y en todo caso tiene la competencia para sancionar a las empresas que 
incurran en  competencia desleal y las prácticas comerciales restrictivas.. (Bardey, Becerra 
& Cabrera, 2013).  
2. Regulación del servicio público domiciliario de Gas Licuado de Petróleo en 
Colombia 
En la actualidad en Colombia el uso del GLP (Gas Licuado de Petróleo) en cilindros es una 
forma común de satisfacer las necesidades básicas de los usuarios, ya que por temas de 
infraestructura y acceso el gas natural domiciliario por redes de tubería no ha llegado a 
todos los departamentos, municipios o veredas. Lo anterior, debido a que existen zonas 
donde resulta imposible instalar una infraestructura que permita el transporte de gas por 
redes de tubería, como es el caso de las islas de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.  
De igual manera, cuando no existen mercados relevantes para prestar el servicio público 
domiciliario de gas natural no resulta rentable para las empresas prestadoras del servicio 
público domiciliario de gas por redes de tubería expandir su infraestructura, ya que se 
atendería a muy pocos usuarios y no sería posible recuperar la inversión (Moreno, 2014).  
De igual manera el GLP un producto que se encuentra en el mercado fácilmente, por ser un 
combustible líquido derivado del petróleo, es decir que el GLP es fácilmente puesto y 
vendido en cualquier mercado internacional en donde se negocie ese producto. Incluso en 
Colombia los grupos armados al margen de la Ley han utilizado la infraestructura de 
cilindros para realizar atentados terroristas, lo que llevo a las autoridades colombianas a 
ejercer un mayor control sobre la comercialización de cilindros de GLP.  
Los mercados donde se negocia el mismo forma el precio de transacción con base en la 
valoración de la demanda del producto y la cantidad de oferta disponible, y no con base en 
los costos de su producción, es vital la provisión de este producto, teniendo en cuenta que 
muchas familias colombianas lo utilizan para la satisfacción de sus necesidades básicas.  
En Colombia la industria del GLP inició entre los años 30 y principios de los 40 del siglo 
pasado, cuando se dio apertura a una distribución incipiente con los escasos volúmenes 
producidos en las refinerías de Tibú y Barrancabermeja. Como nuevo combustible doméstico 
tuvo que entrar a competir contra el tradicional carbón, el queroseno y la energía eléctrica 
que por aquella época ya se estaba posicionando como energético para la cocción de 
alimentos (UPME, 2005, p.17).  
Al considerar que la comercialización de este producto está enmarcado dentro de un 
servicio público domiciliario, el Estado debe propender la efectiva prestación del mismo y 
de igual manera como lo establece la Constitución Política de 1991 la regulación para la 
prestación de los servicios públicos domiciliarios está a cargo del Estado en cabeza 
inicialmente del Presidente de la Republica que ha delegado dicha función en las 
Comisiones de regulación que  son unidades administrativas especiales que están a cargo de 
analizar el mercado de los diferentes servicios públicos domiciliarios y emitir la 
normatividad regulatoria de los sectores, de acuerdo a las necesidades evidenciadas y 
promover la competencia entre los prestadores de manera que el usuario pueda obtener 
tarifas justas que sean fijadas por una oferta y demanda adecuadas. 
En este sentido, la política de regulación económica del Estado colombiano está basada en 
la teoría neoclásica la cual indica que es absolutamente necesario la intervención del Estado 
en la economía, de manera que las Comisiones de Regulación deben identificar las fallas de 
mercado que existen para las prestación de servicios públicos domiciliarios y mediante la 
regulación que expide promover la libre competencia entre las empresas, en el caso del 
GLP han sido varias las medidas que se han tomado en la última década para mejorar 
ciertas falencias que existían en el mercado y evitar prácticas restrictivas de la competencia 
que se venían presentando en el sector.  
Esto resulta importante en la medida de que el servicio público domiciliario de GLP por 
cilindros permite a aquellos habitantes del país que no cuentan con acceso a gas natural por 
redes de tubería acceder a un producto que sustituya este producto y les permita satisfacer 
sus necesidades básicas.  
La figura 1 que se muestra a continuación permite identificar la importancia del suministro 
del GLP en Colombia, teniendo en cuenta que en muchos departamentos y municipios aun 
cuentan únicamente con acceso a este tipo de combustible para actividades como la 
preparación de sus alimentos.  
 
Figura 1. Municipios y suministro de gas combustible.  
 
Fuente: UPME (2017).  
A continuación, se analizará la regulación del sector de GLP que ha expedido la CREG con 
el fin de regular el mercado de manera eficiente y disminuir la comisión de prácticas 
restrictivas de la competencia entre las empresas prestadoras del servicio público de gas 
licuado de petróleo a través de cilindros.  
2.1 Resolución CREG 023 y 045 de 2008: 
Como producto de la expedición de la Ley 1151 de 2007 que contenía el Plan Nacional de 
Desarrollo dispuso la masificación del uso del gas licuado de petróleo, en este sentido el 
Ministerio de Minas y energía expidió la Resolución 18-1464 de 2008 donde estableció los 
requisitos para la marcación de los cilindros universales adecuados y de los cilindros 
nuevos marcados, la Comisión de Regulación de Energía y Gas expidió una serie de 
resoluciones (Moreno, 2012). 
En el artículo 11 de la Resolución 023 de 2008 señala las obligaciones del distribuidor en el 
reporte y uso de la marca que identifica los cilindros de su propiedad, lo que permite que 
cada empresa tenga sus cilindros identificados, lo anterior debido a que los cilindros 
universales no podían considerarse como un activo propio de cada empresa ya que no había 
certeza de la cantidad que poseía cada empresa. 
De igual manera en la Resolución CREG 045 de 2008 que estableció la regulación 
aplicable al periodo de transición de un esquema de parque universal de cilindros a un 
esquema de parque marcado de cilindros de propiedad de los distribuidores, en el marco de 
la prestación del servicio público de distribución de GLP y se dictan otras disposiciones con 
respecto al Margen de Seguridad (Chaux, 2012).   
Posteriormente se debieron emitir otras disposiciones para ampliar los plazos de la 
transición de cilindros universales a marcados, en la actualidad todas las empresas cuentan 
con un parque de cilindros propios que se encuentran registrados ante la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios en el Sistema Único de Información. 
Posteriormente, se emitieron nuevas regulaciones para que las empresas adquirieran la 
cantidad del producto de acuerdo a la cantidad de activos que tuvieran reportados, lo que 
permite determinar su capacidad de almacenamiento del producto., a continuación, se 
analizara esta regulación. 
2.2 Resolución CREG 063 de 2016: 
La Resolución CREG 063 de 2016 señala parámetros de conducta y participación de los 
agentes en el mercado de GLP, medida que se tomó teniendo en cuenta las necesidades del 
sector ante fallas del mercado, captura del regulador o motivaciones diferentes a la eficiente 
prestación del servicio (Cubides, Pinilla, Torres & Vallejo, 2016). 
Así entonces, se ha establecido que para la aplicación de la capacidad de compra la CREG 
determinara en una resolución la cantidad de producto asignado a cada empresa después de 
haber realizado una verificación de los activos reportados por cada empresa en el Sistema 
Único de Información que es una plataforma donde las empresas deben reportar 
información de su empresa, este se encuentra manejado por la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios. 
Todo lo anterior, se ha realizado teniendo en cuenta los derechos a la libertad de empresa y 
la libre competencia de mercado, que ante las prácticas restrictivas que habían surgido en el 
mercado de GLP demandaban una respuesta por parte de las autoridades que tienen a su 
cargo la regulación del sector (Sabogal, 2005).  
En concordancia con lo anterior, debe indicarse lo siguiente: 
El derecho a la competencia en el sector de los servicios públicos domiciliarios resulta ser un 
desarrollo directo del mandato constitucional contenido en el artículo 333 de la Constitución 
Política, que le impone al Estado la obligación de impedir prácticas que restrinjan la libertad 
económica y de evitar O controlar las prácticas abusivas de la posición dominante en que 
puedan incurrir: las empresas que participan del mercado nacional. Por otra parte, el artículo 
365 de la Constitución Política fija una pauta clara de competencia en el sector de los servicios 
públicos domiciliarios sobre la base de la libre entrada de los distintos operadores, que es 
desarrollada a través del artículo 10 de la Ley 142 de 1994 (Ramírez Gómez, 2003, p.93).  
Lo anterior debe tenerse en cuenta ya que la perspectiva del sector de Gas Licuado de 
Petróleo en Colombia es prometedora, por la oferta y la demanda del producto que se 
presenta en Colombia, lo que puede evidenciarse en la figura 2, que se muestra a 
continuación: 
  
Figura 2. Perspectivas de la producción de GLP en Colombia 
 
Fuente: UPME-COSENIT (2013). 
Como se observa en la figura 2 la producción de GLP que se tiene proyectada a futuro 
evidencia una disminución significativa que podría afectar significativamente la oferta del 
producto, lo que terminaría afectando a los usuarios ya que se generaría una tendencia de 
alza en el precio. 
En esa medida, fortalecer los mercados y promover prácticas de libre competencia resulta 
acertado en cuanto esto podrá prevenir que se genere acaparamiento de producto por parte 
de los actores del mercado del GLP en Colombia.  
3. Diagnóstico del sector de GLP en Colombia 
Gas Nova (2015) ha indicado que la ilegalidad en el sector se presenta en diversas 
modalidades, entre las malas prácticas que se presentan en el sector están el contrabando, la 
comercialización por distribuidores no registrados ni autorizados de acuerdo con la ley, 
llenaderos ilegales, transvase ilegal entre cilindros, venta de cilindros adulterados con 
combustible GLP de menor calidad y cantidad, camiones no registrados para la 
distribución, hurto, usurpación de marcas registradas de cilindros y falsedad marcaria.  
Como lo indica la Contraloría General de la Republica (2018) en el 2008 el sector fue 
objeto de una reestructuración que finalizó en el año 2010, lo anterior permitió transformar 
el modelo de operación del “cilindro universal”, que generaba una situación de inseguridad, 
calidad e ilegalidad, diluyendo la responsabilidad ante esos eventos dado que se desconocía 
la procedencia del cilindro y la aplicación de los recursos destinados a su mantenimiento y 
reposición que eran pagados por el usuario a través de la tarifa. 
Esto sumado a la capacidad de compra ha permitido que se avance en la formalización del 
sector, y las garantías para las empresas debidamente constituidas garantizando de esta 
manera el derecho a la libre empresa y la libre competencia.  
No puede negarse la importancia que ha adquirido el GLP en los últimos años, tanto es así 
que en el Plan Nacional de Desarrollo 2014 -2018, se dejó por sentado que ante la posible 
insuficiencia en el abastecimiento de gas natural en el país, era necesario el aumento de la 
producción del GLP, en ese entorno el Gobierno Nacional se propuso aumentar la cobertura 
y uso del GLP, y ampliar su uso del sector domiciliario, a otros como el vehicular, 
industrial, petroquímico y termoeléctrico, de manera que logre reemplazar la deficiencia de 
gas natural (Contraloría General de la República, 2018).  
Ahora bien, para conocer de manera más concreta el comportamiento de la producción de 
GLP en Colombia en los últimos años, se muestra la figura 3 que describe la cantidad de 
barriles por día.  
Figura 3.. Perspectivas de la producción de GLP en Colombia 
 
Fuente: Contraloría Republica de la Nación (2018).   
Como se puede observar el mercado de GLP en Colombia actualmente es competitivo y su 
consumo se ha ampliado a diversos sectores, que ven en este combustible una solución a los 
problemas que se presentan de desabastecimiento de gas natural en Colombia.  
Al respecto, Gas Nova que agremia una gran parte de las empresas comercializadoras y 
distribuidoras de GLP en el país ha indicado que uno de los grandes problemas que enfrenta 
en la actualidad el sector tiene que ver con la ilegalidad que se presenta. 
La ilegalidad en el sector se presenta en diversas modalidades entre las que se destacan, el 
contrabando, la comercialización por distribuidores no registrados ni autorizados de acuerdo 
con la ley, llenaderos ilegales, transvase ilegal entre cilindros, venta de cilindros adulterados 
con combustible GLP de menor calidad y cantidad, camiones no registrados para la 
distribución, hurto, usurpación de marcas registradas de cilindros y falsedad marcaria. Cada 
vez es más frecuente encontrar en zonas residenciales, parqueaderos, lotes cercanos a centros 
de educación, salud y establecimientos públicos del país plantas clandestinas de llenado sin 
medidas de seguridad que ponen en riesgo la vida y la economía de los usuarios de GLP (Gas 
Nova, 2015, p.2). 
En este contexto, se logra inferir que, si bien el sector de GLP en Colombia ha tenido un 
crecimiento considerable y una expansión hacia nuevas industrias, el mismo aun adolece de 
medidas administrativas y policivas que permitan solucionar los problemas de ilegalidad 
que se presentan en el sector.  
Conclusiones 
En respuesta a la pregunta de investigación planteada es necesario indicar que la regulación 
económica emitida para los distribuidores y comercializadores de GLP en Colombia SI ha 
sido efectiva para erradicar del mercado prácticas restrictivas de la competencia entre las 
empresas. 
Lo anterior, teniendo en cuenta que se logra observar en primer lugar que la medida tomada 
acerca de que cada empresa debe tener su propio parque de cilindros permite que cese el 
hurto de estos elementos que son un bien de cada empresa en este momento y se encuentra 
marcado con el logo y un color distintivo. 
En segundo lugar, la medida regulatoria denominada capacidad de compra emitida por la 
CREG permite que las empresas obtengan producto de acuerdo a su capacidad operativa, y 
con esto se impide que dichas empresas terminen atendiendo otros mercados que no le 
corresponden o utilizando el producto de manera fraudulenta.  
Ahora bien, en materia de prestación de servicios públicos se ha expresado de manera 
concisa que las Comisiones de Regulación de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 73 de la 
Ley 142 de 1994, tienen la función de regular los monopolios en la prestación de los 
servicios públicos, cuando la competencia no sea, de hecho, posible; y, en los demás casos, 
la de promover la competencia entre quienes presten servicios públicos, para que las 
operaciones de los monopolistas o de los competidores sean económicamente eficientes, no 
impliquen abusos de la posición dominante, y produzcan servicios de calidad, como se 
logra observar las medidas regulatorias que en materia de GLP se han tomado, se 
encuentran orientadas a cumplir con dichas funciones y generar una organización en el 
mercado de GLP. 
Si bien lo anterior, no es tarea fácil, hasta la fecha se logra observar que se llevado a cabo 
un trabajo acucioso que hoy en día ha generado resultados en el sector.  
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